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PROYECTO DE LEY NÚMERO 163 DE 2016 
SENADO

por medio de la cual se expide la ley del actor para  
garantizar los derechos laborales, culturales y de 

autor de los actores y actrices en Colombia.

CAPÍTULO I

Objeto, ámbito de aplicación y definiciones 

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por ob-
jeto establecer un conjunto de medidas que garanticen 
el ejercicio de la actuación como una profesión en Co-
lombia, protegiendo los derechos laborales, culturales 
y de autor de los actores y actrices en sus creaciones, 
conservación, desarrollo y difusión de su trabajo y 
obras artísticas.

Artículo 2°. Ámbito de la ley. La presente ley regula 
lo concerniente a la actuación como profesión, derechos 
laborales y oportunidades de empleo, derechos de autor, 
difusión del trabajo de los actores y régimen sancionato-
rio, entre otros; brindando herramientas para dignificar 
esta labor por sus aportes culturales a la nación.

Parágrafo. La presente ley rige para todo tipo de 
producciones o actividades que requieran de actores y 
actrices para su realización, bien sean escénicas, tea-
trales, audiovisuales, sonoras o de doblaje. 

Artículo 3°. Actor o actriz. Se considera actor para 
efectos de esta ley, aquel creador que se sirve de su cuer-
po, su voz, su intelecto y su capacidad histriónica para 
crear personajes e interpretaciones en producciones tea-
trales y todo tipo de expresiones artísticas y realizaciones 
audiovisuales, radiales y demás medios. El actor o actriz 
es titular de derechos morales y patrimoniales de autor. 

Artículo 4°. Actor profesional. Para efectos de esta 
ley se entiende por actor profesional aquel actor o ac-
triz que acredite alguno de los siguientes requisitos:

i) Título profesional de maestro en artes escénicas
o títulos afines;

ii) Experiencia de trabajo actoral mayor de diez
(10) años acumulados y certificados en cualquier me-
dio escénico o audiovisual, avalada por el Comité de
Acreditación Actoral;

iii) Combinación entre educación informal, técni-
ca o tecnológica y, experiencia de trabajo actoral mí-
nimo de cinco (5) años acumulados y certificados en 
cualquier medio escénico o audiovisual, avalada por el 
Comité de Acreditación Actoral.

Artículo 5°. Ensayo, caracterización, actividad pre-
paratoria y conexa a la creación de personajes. Es toda 
actividad propia de la actuación, mediante la cual el 
actor o actriz prepara la creación o caracterización del 
personaje, ensaya la realización de la obra, investiga, 
estudia, memoriza guiones y realiza cualquier otra acti-
vidad relacionada con el mismo, en el lugar de trabajo 
y fuera de él. 

Artículo 6°. Creaciones artísticas como patrimo-
nio cultural. Las creaciones artísticas de los actores, 
como agentes generadores de patrimonio cultural de 
la nación, contribuyen a la construcción de identidad 
cultural y memoria de la nación. De acuerdo con lo an-
terior, el trabajo de los actores profesionales debe ser 
protegido y sus derechos garantizados por el Estado. 
Las producciones dramáticas en cine, televisión, teatro 
y otras formas de lenguaje escénico o audiovisual son 
bienes de interés cultural.

Artículo 7°. Roles en creaciones artísticas. Entién-
dase por creaciones artísticas: 

– Rol protagónico: Personaje interpretado por un
actor o actriz, alrededor del cual gira la trama central 
de la producción.

– Rol coprotagónico o antagónico: Personaje inter-
pretado por un actor o actriz que, teniendo su propia 
historia dentro de la trama, esta gira alrededor de los 
protagonistas.

COMISIÓN PRIMERA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE

SENADO DE LA REPÚBLICA
ACTA NÚMERO 04 DE 2026

(septiembre 9)
Cuatrienio 2026-2030
Legislatura 2026-2027

Primer Período
Sesión Ordinaria

En la ciudad de Bogotá, D. C., el día miércoles 
nueve (9) de septiembre del dos mil veintiséis (2026), 
se reunieron en el Salón Guillermo Valencia del 
Capitolio Nacional, previa citación, los miembros 
de la Comisión Primera Constitucional Permanente 
del Senado, con el fin de sesionar.

I
Llamado a lista y verificación del quorum

La Presidencia ejercida por el titular honorable 
Senador Enrique Gómez Martínez, indica a la 
Secretaría llamar a lista de conformidad con el 
artículo 89 de la Ley 5ª de 1992 y contestaron los 
honorables Senadores:

Amín Saleme Fabio Raúl
Cadavid Márquez Hernán Darío
Cepeda Castro Iván
Espinosa Oliver Héctor Olimpo
García Gómez Juan Carlos
Gómez Martínez Enrique
Gómez Medina José Nicolás
Nieto Loaiza Rafael
Rúa Sánchez Luis Carlos
Sánchez León Óscar Hernán y
Zuleta López Isabel Cristina.
En el transcurso de la sesión se hicieron 

presentes los honorables Senadores:
Barreto Triana Santiago

A C TA S  D E  C O M I S I Ó N

Benavides Mora Carlos Alberto
Corcho Mejía Diana Carolina
Flórez Hernández Alex
Hernández Silva Esmeralda
Pulido Hernández Jonathan Ferney y
Virgüez Piraquive Manuel Antonio.
Dejaron de asistir los honorables Senadores:
Deluque Zuleta Alfredo Rafael y
Posada Caicedo María Clara
El texto de la excusa es el siguiente:
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La Secretaría informa que se ha registrado quorum 
decisorio, de conformidad con lo previsto en el artículo 
145 de la Constitución y regulado en el artículo 116 
de la Ley 5ª de 1992, en relación con el quorum y la 
mayoría requerida para tomar decisiones.

Siendo las 10:57 a. m., la Presidencia, 
manifiesta:

“Ábrase la sesión” de conformidad con el 
artículo 91 de la Ley 5ª de 1992, cuya interpretación 
literal ha sido reiterada por la Corte Constitucional 
en Sentencia C-784/14 y solicita a la Secretaría dar 
lectura al orden del día para la presente reunión.

La Secretaría da lectura al orden del día.
ORDEN DEL DÍA

COMISIÓN PRIMERA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE

SENADO DE LA REPÚBLICA
CUATRIENIO 2026-2030 LEGISLATURA 

2026-2027 PRIMER PERÍODO
“SESIÓN ORDINARIA PRESENCIAL”

Día: Miércoles 9 de septiembre del año 2026
Lugar: Salón Guillermo Valencia
Capitolio Nacional Primer Piso

Hora: 10:00 a. m.
I.

Llamado a lista y verificación del quorum
II.

Consideración y aprobación de actas sesiones 
ordinarias

Acta número 02 del 18 de agosto de 2026, Acta 
número 03 del 02 de septiembre de 2026.

III.
Elección de un (1) miembro del Consejo 

Superior de Política Criminal por parte de la 
Comisión Primera Constitucional Permanente, 
de acuerdo a los dispuesto en el artículo 91 de la 
Ley 1709 de 2014, por medio de la cual se reforma 
el Código Penitenciario y Carcelario, que modifica 

el artículo 167 de la Ley 65 de 1993, para un 
periodo de cuatro (4) años.

IV.
Lo que propongan los honorables Senadores

V.
Negocios sustanciados por la Presidencia y la 

Mesa Directiva
El Presidente,

honorable Senador Enrique Gómez Martínez.
El Vicepresidente,

honorable Senador José Nicolás Gómez Medina.
El Secretario,

doctor Emiliano Rivera Bravo.
La Presidencia abre la discusión del orden del día 

excluyendo el Punto II Consideración y Aprobación 
de Actas Sesiones Ordinarias y cerrada su discusión, 
se somete a votación.

La Secretaría informa que el orden del día ha sido 
aprobado por unanimidad de los asistentes, con la 
modificación propuesta.

Atendiendo instrucciones de la Presidencia la 
Secretaría da lectura al siguiente punto de orden del día.

III
Elección de un (1) miembro del Consejo 

Superior de Política Criminal por parte de la 
Comisión Primera Constitucional Permanente, 
de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 91 de la 

Ley 1709 de 2014, por medio de la cual se reforma 
el Código Penitenciario y Carcelario, que modifica 

el artículo 167 de la Ley 65 de 1993, para un periodo 
de cuatro (4) años.

La Presidencia abre las postulaciones de los 
candidatos para la elección de un (1) miembro del 
Consejo Superior de Política Criminal por parte de la 
Comisión Primera Constitucional Permanente, para 
el cuatrienio 2026-2030.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Óscar Hernán Sánchez León:

Gracias, señor Presidente, con los muy buenos 
días a todas y a todos. Nosotros postulamos, para ser 
miembro de la Comisión Asesora de Política Criminal 
al compañero Héctor Olimpo Espinosa, porque somos 
conscientes del trabajo que se debe hacer por el Gobierno 
y por este Congreso de la República, para que podamos 
entregar al país la mejor política pública criminal, pero 
que también podamos aportar en su formulación.

Para ello, Héctor Olimpo, además de su profesión 
como abogado también especialista y maestría le 
permite tener una experiencia en territorio. Además de 
haber sido autoridad territorial como Alcalde de Sincé, 
al igual Gobernador de su departamento y Viceministro 
del Interior, pues le permite conocer el ejercicio de 
la formulación de las leyes en este Congreso de la 
República, pero además aportar, reitero, desde la 
experiencia que se tiene en cada uno de sus cargos 
públicos que la vida le ha permitido ejercer. Por eso 
consideramos que Héctor Olimpo nos representaría 
en esta Comisión de la mejor manera y por supuesto 
postulamos el nombre de Héctor Olimpo Espinosa.

La Presidencia informa que, cerradas las 
postulaciones, el candidato para Consejo Superior de 
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Política Criminal por parte de la Comisión Primera 
Constitucional Permanente es el honorable Senador 
Héctor Olimpo Espinosa Oliver.

La Presidencia cierra las postulaciones y nombra 
como escrutadores a los honorables Senadores; Diana 
Carolina Corcho Mejía, Rafael Nieto Loaiza, Luis 
Carlos Rúa Sánchez, de conformidad con lo previsto 
en el artículo 136 numeral 1 de la Ley 5ª de 1992.

La Presidencia abre la votación e indica a la 
Secretaría proceder al llamado a lista.

La Presidencia declara cerrada la votación y 
solicita a los honorables Senadores escrutadores 
proceder con el escrutinio correspondiente.

Finalizado el escrutinio, la H. Senadora Diana 
Carolina Corcho Mejía interviene para dar a conocer 
a la Secretaría de la Comisión Primera Constitucional 
Permanente del Senado el siguiente resultado:

Total, Votos Depositados:	 16
Votos por el honorable Senador Héctor Olimpo 

Espinosa Oliver	 16.
En consecuencia, ha sido elegido miembro del 

Consejo Superior de Política Criminal por parte de 
la Comisión Primera Constitucional Permanente del 
Senado, para el cuatrienio 2026-2030, al honorable 
Senador Héctor Olimpo Espinosa Oliver.

Acto seguido la Presidencia procede a darle 
posesión con la toma de juramento de rigor, en los 
siguientes términos:

“Honorable Senador Héctor Olimpo Espinosa 
Oliver, Invocando la protección de Dios, ¿juráis 
ante esta Corporación que representa al pueblo de 
Colombia, cumplir fiel y lealmente con los deberes 
que el cargo de Secretario de la Comisión Primera 
del Honorable Senado de la República os imponen, 
de acuerdo con la Constitución y las leyes?”.

El honorable Senador Héctor Olimpo Espinosa 
Oliver responde:

“Sí juro”.
La Presidencia replica:
“Si así fuera que Dios, esta Corporación y el 

pueblo os lo premien, y si no, que Él y ellos os lo 
demanden”.

La Presidencia concede el uso de la palabra a los 
honorables Senadores:

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al honorable Senador Jonathan Ferney Pulido 
Hernández:

Gracias, Presidente. Sobre la elección del Senador 
Olimpo, felicitarlo, porque es un privilegio estar en 
ese Consejo y hacerle una petición personal. Senador 
Olimpo, hay muchas cosas por regular en Colombia 
en materia penal y de justicia. Sinceramente el 
Consejo de Política Criminal pareciera siempre ir 
en vía contraria a las necesidades y las reformas que 
desde aquí se han planteado para que funcione mejor 
el tema de justicia penal en Colombia.

Pedirle que, desde el Consejo de Política 
Criminal, nos ayude a los Congresistas que hemos 
traído propuestas y muchas veces estamos buscando 
poder llevarles resultados a los colombianos desde lo 
legislativo, para que en lo penal y en justicia puedan 
existir otros resultados a los que constantemente 
tenemos. Que esos conceptos no siempre vayan 

en contra del trabajo legislativo, sino que se pueda 
revisar más a fondo y tratar de trabajar en conjunto 
en esas reformas que muchas veces planteamos aquí 
desde el Congreso. Mil gracias, Presidente.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Carlos Alberto Benavides Mora:

Gracias, Presidente. Lastimosamente no alcancé 
a votar, pero obviamente reitero el apoyo que mi 
bancada le ha dado, Senador; fue la votación más 
rápida de la historia, en cuatro minutos.

Pero también, en el mismo sentido, quiero reiterarle, 
Senador, que sabemos que el Partido Liberal, en 
general, ha sido garante del Estado de derecho en 
Colombia, que, gracias a él, durante décadas ha logrado 
desarrollar lo que algunos llamarían el imperio de la 
ley por sobre cualquier tipo de autoritarismo.

Y estamos en un momento crucial en el que tenemos 
que evitar que Colombia se convierta en una suerte de 
justicia por cuenta propia y que se le dé a la ciudadanía 
los elementos como si la ley no imperara, y quizás en 
lo profundo de la noción liberal no fuera un acuerdo 
Roussoniano de lo que implica justamente que una 
sociedad perviva; si vamos hacia un país donde cada 
uno hace lo que le da la gana y la justicia impera según 
la subjetividad, vamos hacia el caos. Pero también, 
hacia una ley que reivindique siempre los derechos 
humanos, que le dé a la gente la posibilidad de ser 
juzgada y de tener justamente la posibilidad de estar en 
los estrados donde el derecho penal funcione.

Nosotros queremos dar una alerta en ese sentido. 
No puede existir un país donde deje de imperar la ley, 
la Constitución, donde las formas autoritarias y una 
suerte de salvaje oeste se imponga, ni tampoco un 
país donde los colombianos sintamos que perdemos 
las garantías mínimas entre otras justamente que ese 
Estado de derecho nos designa como ciudadanos de 
esta patria. Gracias, Senador y felicitaciones por su 
designación. Esperamos que le vaya muy bien.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Héctor Olimpo Espinosa Oliver:

Bueno, en primer lugar me honran ustedes 
estimados colegas, estimadas colegas, por este voto 
de confianza. Me esmeraré por dejar en alto esta 
designación, sirviendo de vocero, en ese Consejo 
Nacional de Política Criminal, de sus inquietudes, 
de sus intereses, de su visión sobre los asuntos de 
la política criminal en Colombia, que no solamente 
tienen que ver con la política de seguridad, sino 
también con la política de justicia, que al final es la 
madre de la política de seguridad del Estado.

Quiero agradecer a todas las bancadas de esta 
Comisión Constitucional Permanente, a su mesa 
directiva y en especial a la bancada de mi partido, que 
tuvo a bien postularme para este propósito. Quiero 
hacerles algunas reflexiones muy puntuales sobre 
esto, aprovechando este espacio y la confianza que 
ustedes han depositado en mí.

Si algún desafío tiene nuestra Nación, ese desafío 
es el de la justicia. Hemos enfocado nuestra política 
de seguridad y convivencia en el fortalecimiento 
militar. Hemos, por momentos, enfocado nuestra 
política de seguridad y convivencia en el diálogo y en 
la búsqueda de acuerdos de paz con distintos grupos 
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al margen de la ley, pero se va quedando siempre 
rezagada la discusión sobre la justicia. Y la única 
forma en que un Estado pueda disuadir es que haya 
una justicia eficaz.

Cuando tenemos una nación con un 90% de 
impunidad, según estudios de algunos centros de 
pensamiento como la Corporación Excelencia en 
la Justicia, vamos a tener muchas dificultades para 
la lucha contra el crimen, porque la única forma de 
que el Estado sea capaz de disuadir la Comisión de 
Delitos, es que haya certeza de que la vulneración 
legal tenga una sanción.

Es ahí, en la búsqueda del imperio de la ley, en la 
búsqueda de que se cumplan los postulados de la 
democracia liberal; que tienen que ver, no solamente con 
el imperio de la ley sino con la eficacia de la justicia; a 
lo que Rawls llamó la ́ justicia procedimental´, que es la 
única forma en que podamos vivir con garantías dentro 
de nuestra democracia. Ahí tenemos una enorme tarea.

La política de seguridad y convivencia ha demostrado 
ser eficaz, no solamente cuando es desde la óptica 
tradicional de la política de seguridad y convivencia, que 
es más jueces, más fiscales, más cárceles, normas más 
duras, más capacidad de la justicia, sino también cuando 
somos capaces de construir una política de prevención 
eficaz, interviniendo los contextos sociales donde se 
origina el delito, para prevenir que el delito florezca 
en contextos complejos donde se encuentra el cóctel 
perfecto entre la pobreza, la violencia, el desplazamiento, 
la exclusión en general y la ausencia del Estado y de sus 
instituciones. La única política eficaz contra el crimen es 
la que balancea la visión tradicional de la seguridad y la 
convivencia con lo que llamamos la visión civilista de la 
seguridad y la convivencia.

Colombia tiene enormes desafíos en materia 
judicial. Por ejemplo, los países europeos tienen en 
promedio, 20 jueces por cada 100.000 habitantes, 
nosotros apenas tenemos 10. Hay 200 municipios, 
señor Presidente, 200 municipios en Colombia que 
no tienen presencia de jueces ni de fiscales, 200 
municipios donde no hay agentes de nuestra justicia. 
Tenemos un déficit tecnológico en la justicia en pleno 
siglo XXI, donde todos los asistentes de inteligencia 
artificial y de internet de las cosas, todos los adelantos 
tecnológicos nos ayudarían a ser mucho más 
eficientes en el servicio de justicia y en la lucha contra 
la impunidad y no hemos sido capaces, por ejemplo, 
ni siquiera de ejecutar un crédito del BID dispuesto 
para Colombia, para fortalecer el componente de la 
modernización de la justicia en nuestro país.

Entonces, tenemos desafíos no solamente legales; 
cuyo estudio corresponderá a esta Comisión, previo 
concepto del Consejo de Política Criminal sino 
también enormes desafíos en materia administrativa 
y el ejercicio de control político que llevemos en 
esta Comisión dependerá que podamos tener una 
justicia mucho más eficaz, una justicia pronta, una 
justicia oportuna, porque no hay peor injusticia que 
la falta de oportunidad de la justicia o la justicia a 
destiempo; ahí tenemos una enorme responsabilidad.

Y quiero terminar con lo siguiente, tomando 
algo de la intervención que hizo la Senadora Isabel 
Zuleta en la pasada Comisión. Es cierto que no 

solamente pescando cabecillas se resuelven los 
problemas de seguridad en Colombia. Aquí le 
dimos de baja a Escobar y a Gacha y pensamos que 
habíamos resuelto los problemas de narcotráfico. 
Hicimos los procesos de paz de las décadas de los 80 
y los 90, después se hizo el proceso con los grupos 
paramilitares y después con las Farc y pensamos que 
habíamos resuelto nuestros problemas de seguridad 
y convivencia y caen cabecillas todas las semanas 
de distinto nivel. Yo creo que buena parte del motor 
de nuestra violencia, además de los problemas 
de exclusión y desigualdad que tenemos, es la 
impunidad, porque la impunidad se convierte en 
un incentivo a la criminalidad y no vamos a tener 
paz en este país hasta que no tengamos una justicia 
eficaz, que logremos disminuir los niveles de 
impunidad a la par que hacemos las intervenciones 
sociales y vamos fortaleciendo nuestros organismos 
de seguridad y defensa, policía y fuerzas militares.

No es solamente una cosa, son todas las anteriores 
al tiempo. Se requieren, no solamente unas fuerzas 
militares contundentes, unas fuerzas de policía capaces 
de controlar el territorio, no solamente se requiere una 
política de seguridad agresiva desde lo militar y tampoco 
una política de inclusión social eficaz; esas dos son muy 
importantes, pero son insuficientes si no tenemos una 
lucha contra la impunidad mucho más agresiva y unas 
instituciones judiciales mucho más eficaces.

Haré mi mejor esfuerzo por representarlos bien 
a ustedes, todos miembros de esta Comisión, en esa 
Comisión de Política Criminal. Mil gracias de nuevo 
por esta postulación y esta elección.

Atendiendo instrucciones de la Presidencia la 
Secretaría da lectura al siguiente punto del orden del día.

IV
Lo que propongan los honorables Senadores

La Presidencia informa que se han radicado 
varias proposiciones para debates de control político 
y audiencias públicas.

Atendiendo instrucciones de la Presidencia la 
Secretaría da lectura a la siguiente proposición:
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La Presidencia abre la discusión de la Proposición 
número 03, formulada por el honorable Senadores: 
Fabio Raúl Amín Saleme, Santiago Barreto Triana, 
Héctor Olimpo Espinosa, Alfredo Rafael Deluque, 
Carlos Alberto Benavides, Rafael Nieto Loaiza, 
Carlos Alberto Benavides Mora y cerrada su 
discusión es sometida a votación.

La Secretaría informa que la Proposición número 
03 formulada por el honorable Senadores: Fabio 
Raúl Amín Saleme, Santiago Barreto Triana, Héctor 
Olimpo Espinosa, Alfredo Rafael Deluque, Carlos 
Alberto Benavides, Rafael Nieto Loaiza, Carlos 
Alberto Benavides Mora, ha sido aprobada por 
unanimidad de los asistentes, con su cuestionario.

Atendiendo instrucciones de la Presidencia la 
Secretaría da lectura a la siguiente proposición:

 

La Presidencia abre y cierra la discusión de la 
Proposición número 04, formulada por el honorable 
Senador Luis Carlos Rúa Sánchez, y la somete a 
votación.

La Secretaría informa que la Proposición número 
04 formulada por el honorable Senador Luis Carlos 
Rúa Sánchez, ha sido aprobada por unanimidad de 
los asistentes.

Atendiendo instrucciones de la Presidencia la 
Secretaría da lectura a la siguiente proposición:

 

La Presidencia abre y cierra la discusión de la 
Proposición número 05, formulada por el honorable 
Senador Luis Carlos Rúa Sánchez, y la somete a 
votación.
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La Secretaría informa que la Proposición número 
05 formulada por el honorable Senador Luis Carlos 
Rúa Sánchez, ha sido aprobada por unanimidad de 
los asistentes.

Atendiendo instrucciones de la Presidencia la 
Secretaría da lectura a la siguiente proposición:

 

La Presidencia abre y cierra la discusión de la 
Proposición número 06, formulada por el honorable 
Senador Luis Carlos Rúa Sánchez, y la somete a 
votación.

La Secretaría informa que la Proposición número 
06 formulada por el honorable Senador Luis Carlos 
Rúa Sánchez, ha sido aprobada por unanimidad de 
los asistentes.

Atendiendo instrucciones de la Presidencia la 
Secretaría da lectura a la siguiente proposición:

 

La Presidencia abre y cierra la discusión de la 
Proposición número 07, formulada por el honorable 
Senador Luis Carlos Rúa Sánchez, y la somete a 
votación.
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La Secretaría informa que la Proposición número 
07 formulada por el honorable Senador Luis Carlos 
Rúa Sánchez, ha sido aprobada por unanimidad de 
los asistentes.

Atendiendo instrucciones de la Presidencia la 
Secretaría da lectura a la siguiente proposición:

 

La Presidencia abre y cierra la discusión de la 
Proposición número. 08, formulada por la honorable 
Senadora Isabel Cristina Zuleta López y la somete a 
votación.

La Secretaría informa que la Proposición 
número 08 formulada por la honorable Senadora 
Isabel Cristina Zuleta López, ha sido aprobada por 
unanimidad de los asistentes.

Atendiendo instrucciones de la Presidencia la 
Secretaría da lectura a la siguiente proposición:

La Presidencia abre y cierra la discusión de la 
Proposición número 09, formulada por el honorable 
Senador Carlos Alberto Benavides Mora y la 
honorable Senadora Alejandra Omaña Ortiz, y la 
somete votación.

La Secretaría informa que la Proposición número 
09 formulada por el honorable Senador Carlos 
Alberto Benavides Mora y la H. Senadora Alejandra 
Omaña Ortiz, ha sido aprobada por unanimidad de 
los asistentes.

Atendiendo instrucciones de la Presidencia la 
Secretaría da lectura a la siguiente proposición:
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La Presidencia abre y cierra la discusión de la 
Proposición número. 10, formulada por la honorable 
Senadora María Clara Posada Caicedo y la honorable 
Senadora Isabel Cristina Zuleta López y la somete a 
votación.

La Secretaría informa que la Proposición número. 
10 formulada por la honorable Senadora María 
Clara Posada Caicedo y la honorable Senadora 
Isabel Cristina Zuleta López, ha sido aprobada por 
unanimidad de los asistentes.

Atendiendo instrucciones de la Presidencia la 
Secretaría da lectura al siguiente punto del orden del 
día.

V
Negocios sustanciados por la Presidencia y la 

Mesa Directiva
La Secretaria informa que ha sido presentada 

la ponencia en primer debate del Proyecto de Acto 
legislativo número 05 de 2026, solicita con la venia 
de la Presidencia permitir hacer el anuncio de este 
proyecto para poder ser discutido en la Comisión 
Primera en primer debate.

La Presidencia solicita a la Secretaría dar lectura 
al anuncio del proyecto de acto legislativo, el cual 
se someterán a discusión y votación en la próxima 
sesión ordinaria de la Comisión de conformidad con 
el artículo 160 inciso 5° de la Constitución Política:

1.	 Proyecto de Acto Legislativo número 005 
de 2026 Senado, por medio del cual se modifica 
el numeral 17 del artículo 150 de la Constitución 
Política.

La Presidencia concede el uso de la palabra a los 
siguientes honorables Senadores, los cuales van a 
dejar una constancia:

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Alex Flórez Hernández:

Presidente, si me permite dejar una constancia 
en relación Senador Olimpo, de su elección, por 
la que lo felicito y a la que le invito, además, 

a llevar las diferentes voces del Congreso, en 
relación con algunas preocupaciones; una de ellas 
voy a manifestar aquí, independientemente de las 
múltiples posiciones que se puedan estar presentando 
en el país, pero que le pido tenerla en cuenta de la 
mejor manera posible a la hora de conversar en ese 
escenario sobre la política criminal del país.

Yo levanto mi voz de rechazo al decreto del 
Presidente de la República que está pretendiendo 
permitir que toda una cantidad de civiles accedan 
al porte de armas en Colombia, porque parte de un 
supuesto equivocado y es la idea de que esas armas 
solamente se van a levantar contra delincuentes. 
Ojalá así fuera y en Colombia los únicos que 
murieran asesinados en medio del conflicto fueran 
personas que están atentando contra la vida o los 
bienes de otros; pero no es así.

Lo primero, es que la medida que el Gobierno 
toma es irresponsable, porque no tiene cifras para 
sustentarla. La última vez que el Estado colombiano 
conoció, de alguna forma, las razones por las que 
se llevaron a cabo homicidios, fue en el año 2018 
y más del 42% de los homicidios fueron cometidos 
en medio de riñas personales, entre vecinos, entre 
parejas, afuera de los estadios, en circunstancias que 
nada tienen que ver con la criminalidad y donde, 
lamentablemente, se dio alrededor del 42% de los 
homicidios en Colombia.

Es más, para el año 2018 solo lograron establecer 
que alrededor del 20% de los homicidios que 
se cometieron con arma de fuego fueron contra 
personas que estaban cometiendo delitos o en medio 
de la comisión de delitos de hurtos, extorsiones, 
fleteo; como se conoce en Colombia o similares, 
relacionados con organizaciones que funcionan al 
margen de la ley.

El alcalde de Medellín, el día de hoy, está 
compartiendo una triste noticia en la ciudad de 
Medellín donde un joven que seguramente estaba 
sufriendo de bullying se metió al colegio con un 
arma que, al parecer, ni siquiera era letal; hizo 
unos disparos contra otras personas, se disparó él 
mismo, se autolesionó y al parecer por la cercanía 
con la que usó el arma, terminó perdiendo la vida, 
según un mensaje que acaba de compartir el Alcalde 
Federico Gutiérrez en sus redes sociales. Eso es lo 
que termina pasando en un país donde pretenden 
resolverse los conflictos relacionados con el uso de 
armas, metiendo más armas al sistema.

En el mes de febrero, en la ciudad de Bogotá, 
se desarticuló una banda que se dedicaba a comprar 
armas legales para vendérselas a la ilegalidad; lo que 
estamos haciendo es facilitándole la llegada de esas 
armas al delincuente, que se va a parar en la esquina 
a esperar a que una persona de bien, salga con su 
arma con la intención de protegerse, para abordarlo 
con otras armas y despojarlo de la suya.

Cierro reiterando la profunda preocupación que 
me deja el hecho de que el Gobierno nacional, sin 
tener información suficiente, ponga más armas en 
las manos de los colombianos. Hemos visto lo que 
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pasa en países como Estados Unidos, donde locos 
se meten a los colegios con armas y fusiles para 
asesinar a sus propios compañeros. Las armas deben 
estar en manos de personas capacitadas para usarlas, 
no de cualquier civil que sienta que debe protegerse.

Las armas del Estado deben estar en manos de 
las personas que fueron capacitadas para usarlas. 
Por eso renunciamos al uso de la fuerza, para que 
el Estado haga uso de ese monopolio y no nosotros 
de forma irresponsable, atentando contra vecinos, 
contra parejas, en medio de discusiones donde 
haya un arma a las once de la noche, en medio de 
una refriega entre vecinos, entre parejas, entre 
compañeros de colegio, entre hinchas de fútbol, 
en un país donde a la gente la matan por tener la 
camiseta de otro equipo.

Levanto mi voz de protesta contra esto y espero 
que el país recapacite sobre lo que significa poner 
muchas más armas en el mercado de las que tenemos 
hoy, en un país donde murieron 16.000 personas el 
año pasado por el uso de armas de fuego.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
a la honorable Senadora Diana Carolina Corcho 
Mejía:

Bueno, en el mismo sentido de mi compañero de 
bancada, claramente estamos frente a una política de 
escalamiento de la guerra y de la violencia y ya en 
otro apartado, también me quiero sumar a rechazar 
lo que ha planteado, pero además lo que ha hecho el 
Gobierno de Abelardo de la Espriella, respecto a los 
bombardeos que se han dado, en los cuales han sido 
víctimas niños, niñas y adolescentes.

Que además el Gobierno de Abelardo de la 
Espriella esté afirmando que un joven que un 
adolescente está por voluntad en un grupo armado 
es inaceptable. Los niños, niñas y adolescentes no 
están en esta guerra por voluntad, es un reclutamiento 
forzoso que constituye un delito de lesa humanidad, 
que se tiene que denunciar ante la Corte Penal 
Internacional a los criminales de guerra que reclutan 
a estos niños y niñas, pero jamás, desde el Estado y 
desde el gobierno, decir que allí hay una voluntad.

Por supuesto que nosotros creemos que, en 
el monopolio de las armas; que ya fue roto por el 
decreto del señor Abelardo de la Espriella o al menos 
por su anuncio e intencionalidad, la fuerza pública 
tiene que enfrentar a los grupos armados ilegales, 
pero esto debe hacerse con la precisión necesaria 
de inteligencia y contrainteligencia, respetando 
el derecho internacional humanitario y allí donde 
haya siquiera una señal de que existe un menor de 
edad no puede haber bombardeos. Igual situación 
se presentó con el Gobierno del Presidente Gustavo 
Petro y también hicimos los mismos planteamientos, 
tiene que haber precisión de la inteligencia y la 
contrainteligencia para poder detectar, apelando al 
principio de precaución, la presencia de menores de 
edad.

Y, desde esta Comisión, queremos hacer un 
llamado para que la Comisión de Inteligencia y 
Contrainteligencia y la Comisión Segunda citen 

de inmediato una reunión secreta con el Ministerio 
de Defensa, para que se compartan cuáles fueron 
las investigaciones, cuáles fueron los análisis 
de vigilancia que se hicieron para realizar estos 
bombardeos y evitar que esto se siga presentando 
en el país, ante un anuncio peligrosísimo de 
escalamiento de una guerra en la cual ya se ha 
comprobado que los grupos armados ilegales han 
aumentado su eficacia en tecnología, en drones, para 
poder generar ataques aéreos y donde lo que va a 
sufrir es la vida, el derramamiento de sangre de la 
población colombiana.

Trasladamos esta inquietud a la Comisión 
Segunda, para que inmediatamente se exija que 
se presenten los informes por parte del Ministerio 
de Defensa, porque esto tiene que hacerse con 
respeto al Derecho Internacional Humanitario y a la 
Constitución Política, en su artículo 44 que defiende.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Rafael Nieto Loaiza:

Gracias, Presidente. Yo voy a concentrarme y 
después quisiera poder volver a intervenir para 
controvertir lo que se ha planteado por parte de la 
Senadora, solamente en relación con el tema del 
porte de armas.

Lo primero que habría que decir es que los 
ejemplos que usted dio, Senador, son todos de 
momentos en los cuales el porte estaba restringido; 
fíjese usted lo paradójico. Se da el ejemplo de 
Estados Unidos, pero uno puede dar el ejemplo de 
Suiza, donde el porte es prácticamente abierto y no 
se producen los problemas que sí genera el porte en 
Estados Unidos.

Lo que quiero resaltar es que este debate no se 
puede dar en el ejercicio teórico o con ejemplos que 
solamente reflejan una parte de la realidad y que 
la dificultad que tenemos en Colombia se produce 
porque no tenemos información que nos permita 
decir si la decisión de prohibir el porte fue útil y en 
consecuencia, tampoco tenemos información para 
decir que la decisión de volverlo a permitir lo es.

¿Y por qué no tenemos esa información? Porque 
si se le pregunta a la Policía o a Medicina Legal 
cuántos de los homicidios que se han producido 
en Colombia con arma de fuego son resultado de 
un arma amparada, no hay respuesta; es decir, 
no sabemos cuántas muertes se produjeron con 
armas amparadas y no hay manera, por tanto, de 
concluir que la prohibición fue útil para disminuir 
los homicidios o que su levantamiento vaya a serlo. 
No tenemos esa información y creo que lo que 
deberíamos hacer es un debate para pedirle a la 
Policía y a Medicina Legal que hagan un ejercicio 
de calificación informada sobre si, cuando los 
homicidios se producen con arma de fuego, son 
resultado o no de un arma amparada. Porque aquí 
la discusión no es el porte, en mi opinión, sino si el 
porte está amparado o no.

El otro punto donde no hay debate es, el 
reconocimiento que los bandidos están armados 
con armas no amparadas y tienen la certeza en la 
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conciencia de que el ciudadano de bien que es objeto 
de su crimen, no está armado, porque lo desarmó 
el Estado y eso es un incentivo para la violencia. 
Luego, yo creo es que el debate no se puede dar en un 
ejercicio de ejemplos que no reflejan adecuadamente 
la discusión mundial, ni tampoco sobre la base de 
ejemplos que se produjeron de homicidios cuando 
ya estaba la prohibición, cómo los señalados por el 
Senador, cómo las riñas o el caso del menor, que se 
produjeron.

La pregunta al final, que creo que no tenemos 
respuesta para ella porque, repito, no hay 
información, no es si la prohibición genérica sirve o 
si el porte permitido funciona, sino ¿cuántos son los 
homicidios que se producen en Colombia con armas 
amparadas y cuál es el efecto de la prohibición 
o de la apertura del porte? Vuelvo a insistir en 
un problema que es enorme y es que se siguen 
produciendo homicidios con armas por parte de los 
bandidos, con la conciencia de que el ciudadano de 
bien está desarmado.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al honorable Senador Luis Carlos Rúa Sánchez:

Gracias, Presidente. Lo que quería hacer era darles 
las gracias por la aprobación, a todos ustedes, de las 
audiencias públicas y también hacerles la invitación 
de que, si quieren ir son bienvenidos a todos estos 
procesos, donde vamos a escuchar a la comunidad 
en diferentes problemáticas, principalmente de 
saneamiento básico y el problema que ocurre en la 
quebrada Sinifaná. Muchas gracias.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Alex Flórez Hernández:

Gracias, Presidente. Senador Nieto, estamos 
de acuerdo en que el debate necesita y merece 
nueva información que nos permita entender si 
las decisiones que se están tomando son acertadas 
o no. Creo que la mayor preocupación viene del 
hecho, precisamente como usted lo señala, de que 
no tenemos información sobre en qué condiciones 
y con qué tipo de armas se están cometiendo los 
homicidios en Colombia. De los aproximadamente 
16.000 homicidios del año pasado, no tenemos 
información sobre si fueron con armas legales o 
ilegales.

Dos elementos adicionales quiero agregar en el 
ejercicio de réplica. Lo primero, es que puedo estar 
de acuerdo con usted en que hay que establecer 
cuidadosamente la pertinencia de los ejemplos, 
porque nosotros no somos Estados Unidos y creo que 
más lejos estamos de ser suizos; pero que se señale 
que Suiza es uno de los países más armados del 
mundo tiene que ver, seguramente, con la sociedad 
que han construido, porque allá no se matan entre 
hinchas a cuchillo por tener la camiseta de un equipo 
diferente y los niveles de riñas y conflictos sociales 
no son los que vemos en los pueblos de Colombia, 
donde la gente se levanta a machete por cualquier 
diferencia o donde, por 200 pesos que se devuelven 
mal en un bus, la gente es capaz de hacerse matar; 

no me imagino lo que produciría la proliferación de 
nuevas armas.

Y lo segundo y con esto cierro, Senador. Sí 
tenemos información. Entre 1994 y 2003, Bogotá 
prohibió el porte de armas y la Universidad de los 
Andes hizo un estudio que arrojó una disminución 
del 22 % de los homicidios en la ciudad, que pasaron 
de 72 homicidios por cada 100.000 habitantes a 
23 homicidios por cada 100.000 habitantes en ese 
período.

Hay otro estudio que fue realizado, me perdonan 
la pronunciación por una compañía “Andrés 
Villaveces, Peter Cummings, Espitia, Thomas 
D.Koepsell investigadores McK Night y Arthur 
L. Kellerman N en el año 2000, que estudiaba 
precisamente los efectos de las armas de fuego en 
los homicidios de dos ciudades colombianas, Cali y 
Bogotá donde arrojaron disminuciones del 13% y el 
14% respectivamente, Cali 13% Bogotá 14% cuando 
hubo implementación de medidas que prohibían el 
uso de armas.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
a la honorable Senadora Isabel Cristina Zuleta 
López:

Gracias, Presidente. Bueno, iba a decir otra cosa, 
pero el Senador Nieto siempre me provoca. Senador, 
hay algunos datos. Nosotros impulsamos una tutela 
muy importante para el país sobre el derecho a 
defender los derechos humanos y encontramos que 
la mayoría de las armas con las que se ha asesinado 
a líderes y defensores de derechos humanos eran 
amparadas.

Entonces, sí, usted tiene razón, faltan datos sobre 
la generalidad de los homicidios, pero en el caso 
de líderes y defensores de derechos humanos sí 
supimos que eran armas amparadas y por supuesto 
que son criminales quienes nos han perseguido, 
es decir, los criminales tienen armas amparadas. 
Conocemos del mercado de salvoconductos; en 
una ocasión lo denunciamos en la Cuarta Brigada 
en Medellín, hay un mercado de salvoconductos y 
ha habido irregularidades en su entrega, eso es una 
realidad.

Por eso el peligro de lo que acaba de hacer 
Abelardo de la Espriella, porque también supimos 
del hallazgo que se dio en Urabá cuando, de manera 
sorpresiva, se encontró una bodega en la que se le 
entregaban, por parte de algunos integrantes del 
ejército, armas al Clan del Golfo. Entonces, esas 
armas eran legales, eran del ejército y salían desde 
nuestra fuerza pública hacia los criminales; ahí sí 
tenemos una discusión profunda que dar.

Pero además le tengo otro dato, Senador Nieto. 
En el año 2024, la Policía Nacional incautó 3.954 
armas, todas provenientes de Estados Unidos, 
en manos del crimen organizado. Aquí hay otra 
hipótesis que me gustaría que esta Comisión 
estudiara y es que se está abriendo y promoviendo 
el mercado de armas en Colombia, porque sabemos 
que el principal proveedor de armas en este país, 
legales e ilegales, es Estados Unidos. Mi pregunta 
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es ¿es un favor a Estados Unidos, al lobby que están 
haciendo? Porque el lobby de armas en Estados 
Unidos es enorme.

Nosotros sabemos, Senadores, que las rutas de 
salida de la cocaína son las mismas por las que, de 
regreso, entran las armas. Nosotros hemos pedido 
en innumerables ocasiones que se pueda dar una 
trazabilidad a través de la Interpol, que se ayude 
para que se sepa el origen de esas armas, quiénes las 
producen, porque aquí llegan y ya Estados Unidos 
dice que no tiene nada que ver con ellas, pero aquí 
aumentan los homicidios.

Y quiero dar el último dato, Senadores. En 
Brasil ocurrió lo mismo con Bolsonaro y ¿qué 
pasó? Aumentaron los homicidios. Yo quiero dejar 
la advertencia el día de hoy aquí. Esto ya sucedió 
en Brasil; claro, un país mucho más grande, pero 
también con unos índices de criminalidad enormes, 
empezaron a promover el uso de las armas, porque 
así lo veo, una promoción del uso de las armas y 
aumentó la tasa de homicidios con Bolsonaro. Esa 
es mi preocupación. Gracias, Presidente.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Rafael Nieto Loaiza:

Rápidamente. Coincido en que Suiza y 
Colombia tienen poco que ver. El punto que intento 
resaltar e insisto en ello, es que usar los ejemplos 
internacionales no nos sirve, porque hay países que 
permiten el porte y tienen tasas muy bajas y otros 
que tienen porte con tasas altas y nosotros, que lo 
tenemos prohibido, tenemos una tasa infinitamente 
superior a esos países; ese es el primer elemento que 
quiero resaltar.

El segundo, para que miremos las cifras, 
Senadora. El año con la tasa de homicidios más alta 
en Colombia fue 1991, con 83 homicidios por cada 
100.000 habitantes, el año más bajo, 2016 con 24,4 
por cada 100.000. Entre 1991 y 2016 el porte estaba 
permitido hasta el 2014, cuando lo prohíbe Santos, 
es decir, Colombia presenta una disminución 
sustantiva de la tasa de homicidios entre 1991 y 
2014, cuando el porte estaba permitido, lo que creo 
que rebate la posición de que es el permiso del porte 
lo que dispara la tasa de homicidios.

Pero enredemos la discusión un poco más, en 
el mejor sentido de la palabra. Desde el 14 hasta 
hoy terminamos con un aumento de la tasa de 
homicidios, porque el año pasado cerró en 25,8 
y estaba prohibido el porte. Luego, creo que la 
discusión no está bien planteada, repito, sobre la 
base de la tasa de homicidios, porque las cifras nos 
muestran una realidad distinta a la que ustedes están 
planteando.

Yo creo y vuelvo a repetir, yo creo que el 
problema de fondo es identificar con cuidado, no 
conozco su estudio y mal haría yo referirme a él, 
cuáles son las armas que producen el grueso de los 
homicidios en Colombia, porque ciertamente no son 
las amparadas; miremos eso con juicio. Lo que sí 
propongo es que hagamos la tarea de pedirle a la 
Policía Nacional y a Medicina Legal que, cuando se 

produzcan los decesos con arma de fuego, procuren 
la identificación del arma para saber si está amparada 
o no, a ver si tenemos más datos para el debate; 
porque lo que yo veo hoy, es que las cifras no nos 
permiten concluir que el porte conduce a mayores 
homicidios, y en cambio sí hay una realidad y es que 
el criminal está armado y sabe que el ciudadano de 
bien no lo está, y eso es un incentivo para el delito.

Ahora, dicho esto, quisiera además, con el 
permiso del Presidente, tratar de hacer una reflexión 
sobre el Derecho Internacional Humanitario, que me 
parece pertinente para lo planteado por la Senadora 
en relación con los menores de edad. Lo primero, 
es que el Derecho Internacional Humanitario, se 
me fue la Senadora Corcho, una lástima, establece 
que el reclutamiento de menores de 15 años; no de 
menores de edad en general, sino de menores de 15 
años, es un crimen internacional, pero no un crimen 
de lesa humanidad, como dijo la Senadora Corcho, 
sino un crimen de guerra; esa es la primera reflexión.

La segunda, es que el derecho internacional 
humanitario sostiene que un menor de edad, incluso 
uno de menos de 15 años, cuando participa en el 
conflicto, pierde la protección ¿por qué? Porque 
entiende que el arma del menor de 15 años mata 
igual que la del adulto y por tanto, cuando participa 
en el conflicto, el menor, o mejor de 15 años para 
efectos del DIH, termina perdiendo la protección 
que tenía y empieza a ser un blanco legítimo.

Pero el DIH va más allá todavía y sostiene algo que 
entiendo que es polémico, pero que es una regla del 
Derecho Internacional Humanitario y es que incluso 
los civiles que están en un objetivo militar corren 
la suerte de ese objetivo militar; por supuesto, eso 
no significa que no haya que tener las precauciones 
que el Derecho Internacional Humanitario ordena, 
entre ellas verificar, con base en el principio de 
precaución, la proporcionalidad del ataque, pero 
sostener que el hecho de que haya un menor de edad 
en un campamento militar prohíbe el ataque contra 
ese campamento es ir en contra de lo que sostiene 
el Derecho Internacional Humanitario. Con un 
problema adicional que quiero plantear y que creo 
que levanta el debate ético; sí lo que hacemos es 
prohibir que se realicen ataques contra campamentos 
militares sobre la base de que en ellos pueda haber 
menores de edad o de 15 años, eso no traería como 
consecuencia sino el aumento del reclutamiento de 
menores, para impedir la acción militar contra ese 
objetivo militar. Es decir, establecería un incentivo 
perverso para el reclutamiento de menores de 15 
años, que ese sí es un crimen de guerra. Y creo, 
por tanto, que el debate hay que darlo desde esa 
perspectiva.

La Presidencia ejercida por el Vicepresidente 
honorable Senador José Nicolás Gómez Medina 
de conformidad con el artículo 45 de la Ley 5ª de 
1992, concede el uso de la palabra a los honorables 
Senadores:
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La Presidencia concede el uso de la palabra 
a la honorable Senadora Isabel Cristina Zuleta 
López:

Senador, yo creo que hay que devolvernos, porque 
el debate es si aplica el DIH. Yo escuchaba, hace tres 
o cuatro sesiones, el debate sobre el proyecto de ley 
de la Senadora Esmeralda, en Plenaria, en relación 
con los animales como víctimas del conflicto y 
le decía: ‘Senadora, el problema es el conflicto’, 
porque yo he sido de las que ha planteado que en 
Colombia no solo hay conflicto, hay violencias y si 
en este momento estamos en un conflicto y si ese 
bombardeo se dio en razón de ese conflicto, aplica 
el DIH.

Pero ahí hay una discusión, Senador y es que yo 
creo que aplican los derechos humanos, no el DIH. Y 
como esa discusión es más profunda, porque entonces 
tendríamos que empezar a decir sí se reconoce a esos 
actores o no como beligerantes, sí estamos en guerra 
o estamos en múltiples violencias de múltiples tipos, 
tendríamos que hacer una diferenciación territorio a 
territorio, que es lo que nosotros hemos propuesto 
¿y por qué lo hemos propuesto? Porque no es lo 
mismo el Catatumbo que el Cauca, no es lo mismo 
el Nudo del Paramillo en mi territorio qué Nariño. 
El país necesita una radiografía en la que no todo 
cabe en el conflicto, no todo cabe en el derecho de la 
guerra, no todo cabe en esa interpretación y siempre 
lo hemos dicho.

Por ejemplo, con las violencias urbanas. Hemos 
hablado de esto hace muchísimo tiempo, ahí no 
aplica el DIH, ahí no hay derecho de la guerra, ahí 
no hay blanco legítimo. Sin embargo, se han hecho 
operaciones en contextos urbanos en el marco del 
DIH, muy cuestionadas, claro que sí. El país necesita 
que nosotros estemos diciendo ´bueno, con el ELN 
sí, con las disidencias no´ todo ese debate es antes 
a esa interpretación, por eso también, Senador, la 
confusión.

Algunos de nosotros, incluso de la misma 
bancada, tenemos percepciones distintas; para mí, 
no estamos hoy en el marco del conflicto, excepto 
con el ELN. No estamos en el marco del conflicto 
¿por qué? Porque si no, sería reconocer ese estatus 
de beligerancia a otros grupos. Se supone que 
ya se hizo el proceso de paz, se supone que esas 
disidencias ya no están en ese proceso, pero eso ha 
sido una discusión que se dio en este Congreso y sí 
que fue difícil; pero yo creo que, para que lleguemos 
exactamente a ese punto, ¿estamos aplicando el 
DIH, o estamos aplicando derechos humanos?

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
honorable Senador Rafael Nieto Loaiza:

Senadora, el DIH no es necesariamente 
excluyente, en su aplicación, de la aplicación del 
derecho de los derechos humanos a la aplicación o 
del derecho penal interno, cuando hay un conflicto 
armado no internacional. El DIH se aplica si las 
condiciones del artículo primero del Protocolo 
II de 1977 se cumplen y esa no es una discusión 
académica sino fáctica ¿se dan esas condiciones? 
Sí se dan, estamos en el marco de un conflicto 
armado no internacional y se aplica el derecho 

internacional humanitario de los conflictos armados 
no internacionales.

Yo, a diferencia de algunas personas en la derecha, 
estoy plenamente convencido de que en Colombia 
se dan las condiciones de aplicación del Protocolo 
II y que, por tanto, en Colombia hay un conflicto 
armado no internacional; es la misma posición que 
tiene el Comité Internacional de la Cruz Roja, que 
además da un paso adelante y sostiene que no hay 
solamente un conflicto armado no internacional, 
sino cinco diferentes, en alguno de los cuales incluso 
no participa el Estado colombiano, cuando hay 
enfrentamientos como los que hubo en el Catatumbo 
entre las Farc y el ELN.

De manera que conflicto armado, creo que los 
hechos lo muestran. ¿Cuándo se aplica el DIH de 
los conflictos armados no internacionales? Cuando 
la situación de violencia, en el sentido más amplio 
de la palabra, se enmarca en la del conflicto; un 
ejemplo típico es el ataque contra un campamento 
militar de un grupo que presume ser insurgente ¿Se 
aplica el DIH a situaciones en una zona urbana, 
en una ciudad? Depende, sí lo que tenemos es una 
operación policial contra un grupo de narcotraficantes 
o de delincuencia común organizada, ciertamente la 
lógica que tiene que imperar es la del derecho penal 
interno, más el derecho de los derechos humanos; 
ahí la Policía no puede ampararse en el Derecho 
Internacional Humanitario. Pero si lo que se da es 
una operación contra una unidad insurgente en el 
área rural, lo que aplica es el DIH.

Luego, la pregunta en relación con lo que nos 
preocupaba, que son los menores de edad o los 
menores de 15 años reclutados por el grupo y que 
están en su campamento, ahí la lógica imperante es 
la del Derecho Internacional Humanitario.

Un comentario adicional. La aplicación del 
Derecho Internacional Humanitario de los conflictos 
armados no internacionales excluye expresamente 
el reconocimiento de beligerancia. El DIH de los 
conflictos armados no internacionales se construye 
desde su nacimiento, sobre la base de que en esos 
conflictos no hay beligerantes. La beligerancia 
requiere un estatus distinto al de los conflictos no 
internacionales, como el nuestro.

De manera que, despreocúpese del tema del 
estatuto de beligerancia en relación con este 
problema no es relevante ni aplica. Muchas gracias, 
Presidente, y muchas gracias, Senadora.

Siendo las 12:16 p. m., la Presidencia levanta 
la sesión, se informa que la próxima sesión se 
convocará por Secretaría.


